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INSUMOS AL RELATOR DE NACIONES UNIDAS SOBRE CAMBIO CLIMÁTICO EN RELACIÓN CON EL DERECHO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL  Y EL CAMBIO CLIMÁTICO EN MÉXICO

En los últimos años hemos visto en México desastres ocasionados por fenómenos naturales, muchos de los cuales tienen su causa en el cambio climático, y aunque es conocido que tales eventos ocurren cada cierto tiempo, la intensidad con la que se presentan y, sobre todo, el impacto que están teniendo en la población han aumentado.

ARTICLE 19 ha documentado las barreras e impactos que enfrenta la población  indígena, rural y afrodescendiente en México ante la falta de acceso a la información pública en contextos de desastres provocados por fenómenos naturales en Chiapas, Guerrero y Oaxaca, así como en casos relacionados con la contaminación del agua y el medio ambiente provocados por las operaciones de las granjas porcícolas en el estado de Yucatán.

En el 2020, el huracán ETA impactó de manera importante el estado de Chiapas, dejando a miles de personas damnificadas y en situación de desplazamiento, como ocurrió con la comunidad zoque[footnoteRef:0] ubicada en la zona norte de esta entidad. Durante el 2022, el huracán Ágatha tocó tierra en el litoral del estado de Oaxaca, dejando a miles de familias damnificadas, así como a varias comunidades incomunicadas y con elevados conteos de daños materiales[footnoteRef:1].  [0:  De acuerdo con Protección Civil Estatal, en el estado de Chiapas, los municipios afectados por el huracán Eta fueron Francisco León, Ixtacomitán, Tapilula, Rayón, Ixhuatán, Pantepec, Chapultenango, Tecpatán, y Solosuchiapa, territorios donde habitan comunidades Zoques.]  [1:  ARTICLE 19, 2022, La importancia del derecho a la información en contextos de desastres: el caso del huracán eta en Chiapas. https://articulo19.org/wp-content/uploads/2022/10/La-importancia-del-derecho-a-la-informacion-en-contextos-de-desastres_el-caso-del-huracan-eta-en-Chiapas.pdf
] 


Además, hacia finales del 2023, el huracán Otis tocó tierra en el estado de Guerrero, arrasando y devastando toda la costa de Acapulco y municipios aledaños. Este fenómeno de categoría 5 ha sido uno de los huracanes más fuertes que ha impactado en el Pacífico mexicano, que tuvo desastrosas consecuencias tanto en las vidas humanas como en pérdidas materiales. 
La documentación realizada por ARTICLE 19 de los 3 huracanes mencionados anteriormente, da cuenta que en México hay una falta de cumplimiento de las obligaciones en materia de derecho de acceso a la información ambiental, que impiden a las poblaciones vulnerables tener acceso a información oportuna y culturalmente pertinente que les permita conocer las acciones de prevención, respuesta de auxilio, reconstrucción, funcionalidad del sistema de gestión de riesgos frente a siniestros provocados por los efectos del cambio climático, así como la capacidad de respuesta por parte de las autoridades competentes.

En primer lugar, desde ARTICLE 19 hemos observado que gran parte de la información existente sobre cambio climático y sus efectos se encuentra en un lenguaje técnico, lo que se traduce en que la ciudadanía no puede utilizarla adecuadamente para desarrollar estrategias de prevención y mitigación. Un ejemplo de ello, son los atlas de riesgos, que carecen de un lenguaje sencillo para la población, y no son divulgados para el dominio público. 

En el caso del huracán Otis, la población refirió que no hubo información pertinente porque las alertas incluían términos muy técnicos que no permitían entender la magnitud del fenómeno y las medidas correspondientes ante un huracán de categoría 5 en la escala Saffir-Simpson, por lo cual, gran parte de la población no tuvo oportunidad de tomar medidas para mitigar los impactos del huracán. 

De manera similar, en el caso del huracán Eta,  las comunidades zoques de Chiapas no contaron con información pública oportuna y culturalmente pertinente sobre el huracán, por lo cual, la comunidad tomó la iniciativa de crear sus propios mecanismos de prevención, a través de mensajes de Whatsapp y publicaciones de Facebook, con alerta temprana en lengua de zoque.[footnoteRef:2] [2:  Idem.] 


Una situación similar ocurrió en el caso del huracán Ágatha donde las comunidades situadas en la región de la Costa y Sierra Sur, que fueron las afectadas, no recibieron información sobre la llegada y magnitud del huracán, por lo que la misma población, los colectivos y las organizaciones civiles generaron redes de apoyo para el auxilio de las comunidades afectadas.

Al no existir una coherencia entre las estrategias o planes estatales para la mitigación del cambio climático con la obligación de los Estados de brindar acceso a la información ambiental, es difícil que dichas estrategias tomen en cuenta a las poblaciones históricamente marginadas o excluidas como las comunidades indígenas, rurales y afromexicanas. 

En el paso del Huracán ETA en Chiapas, ARTICLE 19 documentó que el desconocimiento por parte del Estado acerca de la zona indígena zoque que resultó afectada trajo como consecuencia el desplazamiento y reubicación de esta población hacia territorios ajenos a su forma de coexistencia y formas de vida, despojándolos de su relación con el territorio.

Por su parte, durante el Huracán Otis en Guerrero, la falta de disposición de información por parte de las autoridades gubernamentales produjo que se desatendieran sectores como el de la Secretaría de Salud, aumentando casos de dengue sobre todo en población de la periferia donde se concentraban toneladas de basura recolectada en la limpieza de la zona turística.

Estas situaciones evidenciaron una falta de coordinación interinstitucional para implementar estrategias de transparencia y acceso a la información pública ambiental y acciones de adaptación y mitigación, lo cual dificulta monitorear el nivel de cumplimiento de las obligaciones de transparencia proactiva por parte de las autoridades competentes.

Por otro lado, hemos documentado que no existe un monitoreo sobre el ejercicio del derecho de acceso a la información en materia ambiental así como una ausencia de políticas públicas de transparencia proactiva que permita dar a conocer los avances que han realizado para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, así como los planes, acciones y seguimiento de los instrumentos nacionales e internacionales en materia de cambio climático.

A pesar de existir un marco normativo sobre transparencia y acceso a información pública en materia ambiental que obliga a los Estados a crear, registrar y difundir  todo tipo de información relacionada con el cambio climático y con temas ambientales, la información sobre los estudios de impacto ambiental suele ser proporcionada de forma incompleta, incomprensible y desactualizada; por tanto, hay un desconocimiento sobre todos los impactos que se pudiera generar hacia el medio ambiente, así como en la salud y vida de las comunidades.

De acuerdo con GreenPeace, en la península de Yucatán existen un total de 257 granjas porcinas con registro en alguna base de datos oficial, y de éstas el 86% se localiza en el estado de Yucatán, es decir, 222[footnoteRef:3], de las cuales solamente 18 cuentan con MIA, lo cual significa que la gran mayoría opera fuera de la ley, circunstancia que el gobierno ha sido omiso en combatir [3:  GreenPeace, ¿Qué hay detrás de la industria porcícola en la Península de Yucatán? La carne que está consumiendo el planeta, Disponible en: La carne que está consumiendo al Planeta. ] 


ARTICLE 19 ha solicitado información pública relacionada con las operaciones de la granja “San Gerardo” instalada en la comunidad maya de Santa María Chi, en Yucatán. En la solicitud de información 310571723000154 se requirió a la Secretaría de Desarrollo Sustentable de Yucatán (SDS) información sobre el número de denuncias y/o quejas en su posesión presentadas en contra de esta granja porcícola. 

A pesar de que, lo que se había solicitado era el número total de quejas y/o denuncias registradas, el sujeto obligado no sólo no dio respuesta a lo requerido sino que determinó reservar por dos años información relacionada con el expediente D.P.094/2023, al considerar que, al encontrarse en trámite “su entrega podría ser causa de obstrucción de actividades de verificación, inspección y auditoría”[footnoteRef:4].  [4:  Recurso de revisión Exp.: 1051/2023, derivado de la solicitud de información o de acceso a la información con número de folio 310571723000154, presentada por medio de la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT).] 


De acuerdo con los estándares internacionales de derechos humanos, toda información relacionada con asuntos medioambientales es información de interés público[footnoteRef:5]; además, cuando exista evidencia de riesgo a la salud y la seguridad humana, no se considerará confidencial[footnoteRef:6]. En el caso de la granja establecida en esta comunidad, existen denuncias presentadas por la comunidad derivado de violaciones al derechos al agua, a la salud, al medio ambiente, a la consulta libre, previa e informada, entre otros, generadas por las operaciones de esta empresa porcina sin una aparente vigilancia y control estatal. 			 [5:  Corte IDH. Opinión Consultiva OC-02/17, Medio Ambiente y Derechos Humanos. 15 de noviembre de 2017, párr. 225.]  [6:  ONU, Convenio de Minamata sobre el Mercurio, art. 18] 

A lo anterior, se suman los intentos del Estado mexicano por debilitar y eliminar la institucionalidad de los órganos garantes autónomos de acceso a la información pública, lo cual obstaculiza el acceso a la información sobre las acciones y omisiones realizadas para mitigar el cambio climático y, con ello, desaparecer los contrapesos al poder público estatal en esta materia.
ARTICLE 19 junto con otras organizaciones civiles ha dado seguimiento a los intentos del gobierno federal para eliminar al organismo constitucional autónomo del derecho a la información pública, el Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), y trasladar sus funciones a la Secretaría de la Función Pública (SFP), a las contralorías de los otros Poderes de la Unión, al Instituto Nacional Electoral y al Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral[footnoteRef:7]. [7:  ARTICLE 19, La iniciativa presidencial que pretende eliminar al INAI y otros órganos autónomos es regresiva: Llamamos al Congreso a rechazarla, 07 de febrero de 2024. Disponible en:
 La iniciativa presidencial que pretende eliminar al INAI y otros órganos autónomos es regresiva: Llamamos al Congreso a rechazarla - Artículo 19. ] 

El riesgo de esta iniciativa es que, si habiendo una institución encargada de garantizar el derecho a la información existen resistencias por parte de los sujetos obligados de entregar información; al eliminarse el INAI, las prácticas de los sujetos obligados tenderán a ser aún más opacas. 
Ello se traduce en un estancamiento en la asignación presupuestal del INAI, incluso se ha reducido en términos reales desde el inicio de la actual administración en 2018. Conforme a los datos registrados en el ejercicio del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) los presupuestos asignados anualmente de 2019 a 2024, ajustados (deflactados) a 2024 para su comparativo, son los siguientes:
	Año
	Instituto Nacional de Acceso a la Información
(INAI)

	‘2019[footnoteRef:8] [8:  Hacienda. PEF 2019. https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF2019/analiticos_presupuestarios ] 

	$1,141,724,053

	‘2020[footnoteRef:9] [9:  Hacienda. PEF 2020. https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF2020/analiticos_presupuestarios ] 

	$1,062,059,132

	‘2021[footnoteRef:10] [10:  Hacienda. PEF 2021. https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF2021/analiticos_presupuestarios ] 

	$1,048,107,835

	‘2022[footnoteRef:11] [11:  Hacienda. PEF 2022. https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF2022/analiticos_presupuestarios ] 

	$1,069,119,191

	‘2023[footnoteRef:12] [12:  Hacienda. PEF 2023. https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF2023/analiticos_presupuestarios ] 

	$1,090,121,613

	‘2024[footnoteRef:13] [13:  Hacienda. PEF 2024. https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF2024/analiticos_presupuestarios ] 

	$1,097,353,466



Así también, el presupuesto público otorgado a generar aportes científicos sobre los impactos del cambio climático, debido a que esos recursos se han destinado a proyectos que poco o en nada tienen relación con la mitigación y adaptación del cambio climático,[footnoteRef:14] tales como a la construcción del Tren Maya; el Programa de Abasto Social de Leche (DICONSA); el Programa Sembrando Vida, entre otros[footnoteRef:15]. [14:  Escalante Kantún, Ariana, “Otis abre la pregunta ¿dónde están los recursos para hacer frente a la crisis climática?”, Fundar, Centro de Análisis e Investigación, 7 de noviembre de 2023. Disponible en:  Otis abre la pregunta ¿dónde están los recursos para hacer frente a la crisis climática?]  [15:  Beatriz Olivera, NEXOS, “Presupuesto público para cambio climático”, 30 de octubre de 2023. Disponible en Presupuesto público para cambio climático - Crisis ambiental - Blog de medio ambiente.
] 


Lo anterior, pone de manifiesto la negación o inexistencia de información ambiental lo cual imposibilita a la ciudadanía conocer los impactos generados por fenómenos naturales,  las actividades empresariales en los territorios y las acciones estatales relacionadas con la mitigación y adaptación del cambio climático. Además, si se toma en cuenta que la gran mayoría de la población afectada proviene de pueblos originarios y afrodescendientes, éstos corren un gran riesgo de que su situación de vulnerabilidad se agudice aún más.
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